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Ley 107-13 de Derechos de las 
personas en sus Relaciones con la 
Administración y de Procedimiento 
Administrativo

TABLA DE CONTENIDO

OBJETO DE LA LEY

La ley 107-13 en su artículo primero determina el objeto de aplicación de la 
presente herramienta legislativa. Siendo esta regular los derechos y deberes 
de las personas en sus relaciones con la Administración Pública, los principios 
que sirven de sustento a esas relaciones y las normas de procedimiento admi-
nistrativo que rigen a la actividad administrativa. 

La presente ley contiene además medidas de modernización administrativa 
que permiten el descargo y la simplificación burocrática, el funcionamiento de 
órganos colegiados, régimen de sanciones administrativas y la regulación de la 
responsabilidad de los entes públicos y sus servidores.

ÁMBITO DE APLICACIÓN

Las disposiciones de la ley objeto del presente resumen ejecutivo serán apli-
cables a todos los órganos que conforman la Administración Pública Central, 
a los organismos autónomos instituido por leyes y a los entes que conforman 
la Administración Local. Delimitando su ámbito de aplicación, los párrafos del 
artículo segundo de la ley disponen que los órganos y entes administrativos de 
las Fuerzas Armadas, la Policía Nacional, y los Poderes Legislativos y Judicial 
estarán regidos por los principios y reglas previstos en esta ley orgánica siem-
pre y cuando sean compatibles y no transgredan las funciones que la Consti-
tución les otorga, conjuntamente con las leyes que respectivamente regulen 
su funcionamiento. 
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ESTRUCTURA DE LA LEY

1. Objeto y Ámbito de Aplicación.

2. Principios de la Actuación Administrativa. 

3. Derechos y deberes de las personas en 
sus relaciones con la Administración. 

4. Actos Administrativos.

5. Procedimientos Administrativos. 

6. Potestad Sancionadora.

7. Recursos Administrativos. 

8. Régimen de órganos colegiados. 

9. Simplificación Administrativa y descarga 
burocrática. 

10. Responsabilidad de los entes públicos y 
del personal a su servicio. 

11. Disposiciones finales. 

CONCEPTOS DEFINIDOS POR LA LEY 

Administración o Administración Pública: ór-
ganos y entes públicos comprendidos en el 
ámbito de aplicación de la presente ley. 

Personas: este concepto comprende tanto a 
las personas físicas como a las personas ju-
rídicas. 

Acto Administrativo: toda declaración unilate-
ral de voluntad, juicio o conocimiento realiza-
da en ejercicio de función administrativa por 
una Administración Pública, o por cualquier 
otro órgano u ente público que produce efec-
tos jurídicos directos, individuales e inmedia-
tos frente a terceros.

PRINCIPIOS DE LA ACTUACIÓN 
ADMINISTRATIVA

 En el marco del respeto al ordenamiento ju-

rídico en su conjunto, la Administración Públi-

ca sirve y garantiza con objetividad el interés 

general y actúa, especialmente en sus rela-

ciones con las personas de acuerdo a los si-

guientes principios dispuestos y descritos por 

la presente ley:

1. Principio de juridicidad: En cuya virtud 

toda la actuación administrativa se some-

te plenamente al ordenamiento jurídico.

2. Principio de servicio objetivo a las perso-

nas: que se proyecta a todas las actua-

ciones administrativas y de sus agentes, 

la cual se concreta en respeto a los de-

rechos fundamentales de las personas, 

proscribiendo toda actuación administrati-

va que dependa de parcialidades de cual-

quier tipo. 

3. Principio promocional: expresado en la 

creación de las condiciones para que la 

libertad y la igualdad de oportunidades 

de las personas y de los grupos en que 

se integran sean reales y efectivos, re-

moviendo los obstáculos que impidan su 

cumplimiento y fomentando igualmente 

la participación. 

4. Principio de racionalidad: el cual se extien-

de especialmente a la motivación y argu-

mentación que debe servir de base a la 

entera actuación administrativa.

5. Principio de igualdad de trato: Por el que 

las personas que se encuentren en la 

misma situación serán tratados de ma-

nera igual, garantizándose, con expresa 

motivación en los casos concretos, las ra-

zones que puedan aconsejar la diferencia 

de trato.

6. Principio de eficacia: En cuya virtud en los 

procedimientos administrativos las autori-

dades removerán de oficio los obstáculos 
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puramente formales, evitarán la falta de 
respuesta a las peticiones formuladas, las 
dilaciones y los retardos.

7. Principio de publicidad de las normas, de 
los procedimientos y del entero quehacer 
administrativo: En el marco del respeto 
del derecho a la intimidad y de las reser-
vas que por razones acreditadas de con-
fidencialidad o interés general sea perti-
nente encada caso.

8. Principio de seguridad jurídica, de previsi-
bilidad y certeza normativa: Por los cuales 
la Administración se somete al derecho 
vigente en cada momento, sin que pueda 
variar arbitrariamente las normas jurídicas 
y criterios administrativos.

9. Principio de proporcionalidad: Las decisio-
nes de la Administración, cuando resulten 
restrictivas de derechos o supongan un 
efecto negativo para las personas, habrán 
de observar el principio de proporcionali-
dad, de acuerdo con el cual los límites o 
restricciones habrán de ser aptos, cohe-
rentes y útiles para alcanzar el fin de inte-
rés general que se persiga en cada caso.

10. Principio de ejercicio normativo del poder: 
En cuya virtud la Administración Pública 
ejercerá sus competencias y potestades 
dentro del marco de lo que la ley les haya 
atribuido, y de acuerdo con la finalidad 
para la que se otorga esa competencia o 
potestad, sin incurrir en abuso o desvia-
ción de poder, con respeto y observancia 
objetiva de los intereses generales.

11. Principio de imparcialidad e independen-
cia: El personal al servicio de la Admi-
nistración Pública deberá abstenerse de 
toda actuación arbitraria o que ocasione 
trato preferente por cualquier motivo y 

actuar en función del servicio objetivo al 
interés general, prohibiéndose la parti-
cipación de dicho personal en cualquier 
asunto en el que él mismo, personas o 
familiares próximos, tengan cualquier tipo 
de intereses o pueda existir conflicto de 
intereses.

12. Principio de relevancia: En cuya virtud 
las actuaciones administrativas habrán 
de adoptarse en función de los aspec-
tos más relevantes, sin que sea posible, 
como fundamento de la decisión que pro-
ceda, valorar únicamente aspectos de es-
casa consideración.

13. Principio de coherencia: Las actuaciones 
administrativas serán congruentes con 
la práctica y los antecedentes adminis-
trativos salvo que por las razones que se 
expliciten por escrito sea pertinente en 
algún caso apartarse de ellos.

14. Principio de buena fe: en cuya virtud las 
autoridades y los particulares presumirán 
el comportamiento legal de unos y otros 
en el ejercicio de sus competencias, de-
rechos y deberes.

15. Principio de confianza legítima: En cuya 
virtud la actuación administrativa será res-
petuosa con las expectativas que razona-
blemente haya generado la propia Admi-
nistración en el pasado.

16. Principio de asesoramiento: El personal 
al servicio de la Administración Pública 
deberá asesorar a las personas sobre la 
forma de presentación de las solicitudes 
y su tramitación.

17. Principio de responsabilidad: Por el que la 
Administración responderá de las lesio-
nes en los bienes o derechos de las per-
sonas ocasionados como consecuencia 
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del funcionamiento de la actividad admi-
nistrativa. 

18. Principio de facilitación: Las personas en-
contrarán siempre en la Administración 
las mayores facilidades para la tramita-
ción de los asuntos que les afecten, es-
pecialmente en lo referente a identificar al 
funcionario responsable, a obtener copia 
sellada de las solicitudes, a conocer el es-
tado de tramitación, a enviar, si fuera el 
caso, el procedimiento al órgano compe-
tente, a ser oído y a formular alegaciones 
o a la referencia a los recursos suscepti-
bles de interposición.

19.  Principio de celeridad: En cuya virtud las 
actuaciones administrativas se realizará 
optimizando el uso del tiempo, resolvien-
do los procedimientos en plazo razonable 
que, en  todo caso, no podrá superar 
los dos meses a contar desde la presen-
tación de la solicitud en el órgano corres-
pondiente, salvo que la legislación secto-
rial indique un plazo mayor.

20.  Principio de protección de la intimidad: 
De forma que el personal al servicio de la 
Administración Pública que maneje datos 
personales respetará la vida privada y la 
integridad de las personas, prohibiéndo-
se el tratamiento de los datos personales 
con fines no justificados y su transmisión 
a personas no autorizadas

21. Principio de ética: En cuya virtud todo el 
personal al servicio de la Administración 
Pública así como las personas en general 
han de actuar con rectitud, lealtad y ho-
nestidad.

22. Principio de debido proceso: Las actua-
ciones administrativas se realizarán de 
acuerdo con las normas de procedimiento 

y competencia establecidas en la Consti-
tución y las leyes, con plena garantía de 
los derechos de representación, defensa 
y contradicción.

DERECHO A LA BUENA 
ADMINISTRACIÓN Y DERECHOS DE LAS 
PERSONAS EN SUS RELACIONES CON 
LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA. 

La presente ley consagra una serie de dere-
chos que ostentan los administrados frente 
a la administración, a través de los cuales se 
concreta el concepto de “buena administra-
ción”, siendo estos los siguientes y muchos 
otros más que se encuentran explícitamente 
consagrados en el artículo 4 de la referida ley: 

1. Derecho a la tutela administrativa efecti-
va.

2. Derecho a la motivación de las actuacio-
nes administrativas.

3. Derecho a una resolución administrativa 
en plazo razonable.

4. Derecho a una resolución justa de las ac-
tuaciones administrativas.

5. Derecho a presentar por escrito peticio-
nes.

6. Derecho a respuesta oportuna y eficaz de 
las autoridades administrativas.

7. Derecho a no presentar documentos que 
ya obren en poder de la Administración

8. Pública o que versen sobre hechos no 
controvertidos o no relevantes.

9. Derecho a ser oído siempre antes de que 
se adopten medidas que les puedan afec-
tar desfavorablemente.

10. Derecho de participación en las actuacio-
nes administrativas en que tengan inte-
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rés, especialmente a través de audiencias 
y de informaciones públicas.

11. Derecho a una indemnización justa en los 
casos de lesiones de bienes o derechos 
como consecuencia de la actividad o in-
actividad de la Administración.

12. Derecho a acceder a servicios públicos en 
condiciones de universalidad y calidad, en 
el marco del principio de subsidiaridad.

13. Derecho a elegir y acceder en condicio-
nes de universalidad y calidad a los servi-
cios de interés general de su preferencia.

14. Derecho a opinar sobre el funcionamiento 
de los servicios a cargo de la Administra-
ción Pública.

15. Derecho a conocer las obligaciones y 
compromisos que se deriven de los servi-
cios a cargo de la Administración Pública.

DEBERES DE LAS PERSONAS EN SUS 
RELACIONES CON LA ADMINISTRACIÓN 
PÚBLICA 

1. Cumplir con lo dispuesto en la Constitu-
ción, las leyes y el ordenamiento jurídico 
en general.

2. Actuar de acuerdo con el principio de 
buena fe, absteniéndose de emplear ma-
niobras dilatorias en los procedimientos, 
y de efectuar o aportar, a sabiendas, de-
claraciones o documentos falsos o hacer 
afirmaciones temerarias, entre otras con-
ductas.

3. Ejercer con responsabilidad sus dere-
chos, evitando la reiteración de solicitu-
des improcedentes.

4. Observar un trato respetuoso con el per-
sonal al servicio de la Administración Pú-
blica.

5. Colaborar en el buen desarrollo de los 
procedimientos, cumpliendo con sus obli-
gaciones previstas en las leyes. 

LO RELATIVO A LOS ACTOS 
ADMINISTRATIVOS

El título tercero, luego de dar un concepto de 
acto administrativo, delimita los requisitos 
de validez de estos a aquellos que han sido 
dictados por un órgano competente y que si-
guiendo el procedimiento establecido respeta 
los fines previstos por la ley para los cuales 
ha sido facultado. Sin embargo, retiene la pre-
sunción de validez de los actos administrati-
vos, otorgándoles la potestad de ser títulos 
ejecutivos y ejecutorios cuando cumplan con 
los requisitos de validez precedentemente 
citados. En este tenor, la ley dispone nulos 
de pleno derecho los actos administrativos 
que transgredan el orden constitucional, los 
dictados por órganos incompetentes o pres-
cindiendo del procedimiento establecido para 
ello, los carentes de motivación cuando sea 
en ejercicio de la potestad discrecional de la 
Administración Pública, y por último los que 
incurran en infracciones sancionadas expresa-
mente con nulidad por las demás leyes que 
rigen la materia.  

Por otro lado, delimita la eficacia de los actos 
administrativos dependiendo del efecto que 
tengan sobre el administrado. En este senti-
do, aquellos cuya decisión favorece al admi-
nistrado será ejecutorio desde su emisión, 
mientras que aquellos que afectan desfavo-
rablemente al administrado será ejecutorios 
posterior a la notificación a los interesados del 
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texto íntegro de la resolución, y los plazos de 
los posibles recursos habilitados para impug-
nar el acto. 

De igual forma esta ley extrapola el principio 
de irretroactividad de la ley, consagrado por al 
artículo 110 de nuestra Carta Sustantiva, con-
cediendo motivadamente efecto retroactivo 
a aquellos actos administrativos sólo cuando 
afecten favorablemente al administrado.    

PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO

El procedimiento administrativo previsto en 
esta ley tiene por objeto establecer aquellas 
normas comunes a los procedimientos admi-
nistrativos que procuran el dictado de reso-
luciones unilaterales o actos administrativos 
que afectan a los derechos e intereses de las 
personas, ya impliquen, entre otros, permi-
sos, licencias, autorizaciones, prohibiciones, 
concesiones, o resolución de recursos admi-
nistrativos o la imposición de sanciones ad-
ministrativas y en general, cualquier decisión 
que pueda dictar la Administración para llevar 
a cabo su activo de prestación o limitación. 
Este procedimiento administrativo tendrá la 
finalidad de garantizar el éxito de la decisión 
administrativa orientado a garantizar la protec-
ción de los derechos e intereses de las per-
sonas. 

En este sentido, de acuerdo con las dispo-
siciones de esta ley, tendrán capacidad para 
obrar en el procedimiento administrativo to-
das las personas físicas y jurídicas que se en-
cuentren en el pleno goce de sus derechos 
civiles y políticos. Los menores de edad, sólo 
podrán acceder al procedimiento administrati-
vo cuando la ley lo permita. En este sentido, 
tendrán intereses para actuar aquellos que lo 
promuevan como titulares de derechos o inte-

reses legítimos individuales o colectivos que 
sin haber promovido o habiendo promovido el 
procedimiento puedan resultar afectados de 
la resolución dictada como definitiva.

Con relación a los términos y plazos que afec-
taran el procedimiento administrativo, la ley 
dispone que la normativa reguladora de cada 
procedimiento establecerá un plazo razonable 
para su tramitación, que podrá ser prorroga-
do o reducido en función de varios elementos 
que afectará la ejecución de la tarea. 

PROCEDIMIENTO DE DICTADO DE ACTOS

La ley 107-13 hace una minuciosa explica-
ción del procedimiento que deberá seguir la 
Administración Pública para el dictado de ac-
tos administrativo, el cual podrá ser iniciado 
a pedimento de partes o a instancia de parte 
interesada. La solicitud que dará inicio al pro-
cedimiento deberá contener identificación del 
solicitante, domicilio físico e informático para 
efecto de las notificaciones, los hechos y mo-
tivaciones que soportan la solicitud, así como 
los documentos que se consideren conve-
nientes para precisar y completar dicha peti-
ción, el lugar y la fecha, firma del solicitante y 
a qué órgano está dirigida la solicitud. 

Sin importar que el procedimiento haya ini-
ciado a pedimento de partes o de oficio, la 
Administración Pública está facultada para or-
denar las medidas provisionales que estime 
pertinentes para asegurar la eficacia de la re-
solución, que en el caso, ponga fin al procedi-
miento. Estas medidas pueden acordarse de 
forma simultánea o inmediatamente posterior 
al procedimiento, modificadas o levantadas 
en el acuerdo de iniciación del procedimiento 
cuando se inicie de oficio o en el momento de 
la presentación de la solicitud del interesado.  
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El procedimiento administrativo constituye un 
instrumento para la obtención y el tratamien-
to de la información necesaria para adoptar la 
mejor decisión de que se trate en cada caso. 
Es por esta razón, que la Administración de 
oficio podrá recabar todas las pruebas nece-
sarias para adoptar la mejor decisión, en res-
guardo del derecho de los interesados. 

Asimismo, esta ley se refiere al procedimien-
to administrativo arbitral, al cual podrá acce-
derse a requerimiento de parte, si fuere vo-
luntario o de oficio, cuando sea obligatorio. 

En lo relativo a su instrucción, al igual que para 
el procedimiento ordinario, se pueden llevar a 
cabo todas las  instrucciones de investigación 
que resulten necesarias y, en general, aque-
llas actuaciones que consideren pertinentes. 
Todos los medios de prueba son admitidos, 
en especial los informes, análisis, y la partici-
pación activa de las partes. En resumen en el 
procedimiento termina con una decisión eje-
cutiva y ejecutoria, contra la cual se puede in-
terponer recurso contencioso administrativo.

POTESTAD SANCIONADORA

En el sentido de la potestad sancionadora de 
la Administración Pública, sobre esta pesa una 
reserva de ley, por lo que sólo podrá ejercerse 
en virtud de habilitación legal expresa. En este 
sentido, constituyen infracciones administra-
tivas los hechos o conductas así tipificados en 
la ley, los reglamentos sólo podrán especificar 
o graduar las infracciones o sanciones legal-
mente establecidas con la finalidad de una 
más correcta y adecuada identificación de las 
conductas objeto de las infracciones.

De acuerdo a lo relacionado con la responsa-
bilidad, la ley dispone que sólo podrán ser san-
cionadas por hechos constitutivos de infrac-

ciones legalmente establecidas las personas 
físicas o jurídicas que resulten responsables 
tras el pertinente procedimiento diseñado en 
el Reglamento General de la potestad sancio-
nadora de la Administración Pública. 

Posterior a configurarse, ciertamente, la res-
ponsabilidad por parte del administrado, la ley 
107-13 dispone que las sanciones administra-
tivas no podrán implicar en ningún caso san-
ciones de privación de libertad. Las sanciones 
prescribirán de acuerdo a las leyes quelas 
regulen; de no haber disposición al respecto, 
prescribirán de acuerdo a lo dispuesto por la 
presente ley, siendo las infracciones muy gra-
ves a los cinco años, las graves a los tres años 
y las  leves al año. 

Extrapolando de nuestra Carta Sustantiva el 
principio de “non bis in ídem”, la presente ley 
dispone que no podrá ser objeto de sanción 
los hechos que hayan merecido sanción pe-
nal o administrativa en aquellos casos que se 
aprecie identidad de sujeto, hecho y funda-
mento. 

El ejercicio de la potestad sancionadora se 
concreta a través del procedimiento sancio-
nador, el cual se ejercerá en el marco del 
procedimiento que reglamentariamente se 
determina, que será común tanto para la 
Administración local como para la Adminis-
tración nacional. Para ello, deberán aplicarse 
ciertos principios, entre los cuales se configu-
ran la separación entre función instructora y 
la sancionadora, garantía del derecho del pre-
sunto responsable, garantía de los derechos 
de las personas en la medida que el presunto 
responsable sea parte interesada del proce-
dimiento, adopción de medidas provisionales 
cuando sean necesarias, y la garantía de la 
presunción de inocencia del presunto respon-
sable mientras no se demuestre lo contrario. 
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Durante el procedimiento sancionador la car-
ga de la prueba corresponderá a la Adminis-
tración. Por otro lado la resolución que ponga 
fin al procedimiento sancionador habrá de ser 
motivada y deberá resolver todas y cada una 
de las cuestiones planteadas en el expediente 
correspondiente, sin que puedan aceptar he-
chos distintos a los determinados en el curso 
del procedimiento. Esta resolución sólo será 
ejecutiva cuando ponga fin a la vía administra-
tiva, si bien en los casos de solicitud de medi-
das cautelares, dada la especial naturaleza de 
estos supuestos, la autoridad administrativa 
para su resolución habrá de valorar los inte-
reses de conflicto y las posibilidades reales 
de que un ulterior recurso judicial pierda su 
sentido por inútil. 

RECURSOS ADMINISTRATIVOS

Los actos administrativos que pongan fin a un 
procedimiento, imposibiliten su continuación, 
produzcan indefensión, lesionen derechos 
subjetivos o produzcan daños irreparables po-
drán ser directamente recurridos en vía admi-
nistrativa. En este sentido los recursos admi-
nistrativos se presentarán por escrito en los 
registros de los órganos competentes para 
resolverlo. Salvo disposición legal expresa 
en contrario, la interposición de los recursos 
administrativos no suspenderá en principio la 
ejecución del acto impugnado. Sólo podrá ser 
suspendida la ejecución del acto en el caso de 

que su ejecución pudiera causar grave perjui-
cio al interesado, o si la impugnación se fun-
damentare en la nulidad de pleno derecho del 
acto, pudiendo exigir la constitución previa de 
una garantía. 

La ley 107-13 hace una modificación al carác-
ter optativo de los recursos administrativos, 
en el sentido de que los recursos administra-
tivos tendrán carácter optativo para las perso-
nas, quienes a su opción podrán interponer-
los o acudir directamente a la vía contenciosa 
administrativa, sin tachas de ninguna materia.

Responsabilidad de los entes públicos y del 
personal a su servicio.

El derecho fundamental a la buena adminis-
tración comprende el derecho a las personas 
a ser indemnizados de toda lesión que sufran 
en sus bienes o derechos como consecuen-
cia de una acción u omisión administrativa 
antijurídica. En ese orden, esta ley faculta a 
cualquier ciudadano, por los propios emplea-
dos públicos y por otro ente público, siempre 
que haya sufrido un daño como consecuencia 
de una actuación u omisión administrativa. 

A tales fines, la administración deberá indem-
nizar el daño patrimonial, físico, moral, por 
daño emergente o lucro cesante, disponien-
do el reclamante de un plazo máximo de dos 
años para reclamar, a contar de cuando se 
haya producido la actuación pública causante 
del daño.


